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RESUMEN 

El autor analiza el impacto de los nuevos montos de las multas previstas para las principales figuras 
penales de la ley Nº 23.737 (Ley de Estupefacientes), según el texto de la ley Nº 27.302, frente a la 
imposibilidad de su pago por parte de los condenados. A partir de ello, tomando un caso estándar de 
narcotráfico (tenencia con fines de comercialización, transporte, etc.) se analizan como inconvenientes 
múltiples soluciones legalmente previstas o que podrían invocarse fundadamente, y luego se propone una 
superadora, que permita arribar a la correspondiente satisfacción de la pena pecuniaria, sin una 
afectación significativa para las personas en condiciones de vulnerabilidad. Finalmente, se analiza la 
cuestión desde la propuesta del anteproyecto del Código Penal 2018. 
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I. EVOLUCIÓN DE LOS MONTOS DE LAS PENAS DE MULTAS EN LA LEY 
Nº 23.737 

Los montos de las multas establecidas en la redacción original de la ley Nº 23.737 (B.O. 
11/10/89) se expresaron en australes. Posteriormente, mediante la ley Nº 23.928 (B.O. 
28/03/91) se dispuso la convertibilidad de dicha moneda, autorizándose al Poder 
Ejecutivo para que estableciese su denominación numérica. Dicha facultad fue ejercida 
mediante el decreto PE 2128/91 (B.O. 17/10/91), que estableció una paridad de diez 
mil australes (A 10.000) a un peso ($1). 

Ese mismo año, los montos de las penas pecuniarias fueron actualizados mediante la ley  
Nº 23.975 (B.O. 17/09/91), que dispuso que las multas originariamente establecidas 
sean aumentadas a la cantidad que resulte de multiplicar por trescientos setenta y cinco 
(375) los mínimos y los máximos. 

Ese fue el régimen legal vigente, en lo que aquí concierne, hasta noviembre de 2016. 
Así, por ejemplo, los delitos previstos en el art. 5, inc. c, de la ley Nº 23.737 eran 
reprimidos con prisión de cuatro (4) a quince (15) años y multa de doscientos veinticinco 
pesos ($ 225) a dieciocho mil setecientos cincuenta pesos ($ 18.750). 

La ley Nº 27.302 (B.O. 08/11/16) dispuso una serie de modificaciones a la ley Nº 
23.737. En lo atinente a las multas previstas como penas conjuntas a la prisión, 
estableció un sistema de actualización automática de sus montos mediante unidades 
fijas, para así superar las sumas que ya resultaban exiguas. 

El esquema actual de multas de la ley Nº 23.737 es el siguiente. 

• Art. 5, incs. a, b, c y d: de cuarenta y cinco (45) a novecientas (900) unidades fijas; 

• Art. 5, inc. e: de quince (15) a trescientas (300) unidades fijas; 

• Art. 6: de cuarenta y cinco (45) a novecientas (900) unidades fijas; 

• Art. 7: de noventa (90) a mil ochocientas (1.800) unidades fijas; 

• Art. 24: de quince (15) a trescientas (300) unidades fijas; 

• Art. 27, segundo párrafo: de doscientas treinta (230) a mil ochocientas (1.800) unidades fijas. 

Aquí cabe mencionar que no se entiende por qué motivo otras figuras penales previstas 
en la misma ley conservan sus anteriores montos de multa (cfr. arts. 8, 9, 10, 12, 14, 35, 
38.1 y 38.3). 

Ahora bien, lo relevante es que la nueva redacción del art. 45 dispone que “a los efectos de esta 
ley, una (1) unidad fija equivale en pesos al valor de un (1) formulario de inscripción de 
operadores en el Registro Nacional de Precursores Químicos”. 

El Registro Nacional de Precursores Químicos es una entidad administrativa 
dependiente de la Subsecretaría de Lucha contra el Narcotráfico, dentro de la órbita del 
Ministerio de Seguridad de la Nación. Entre sus funciones principales se encuentra la de 
asistir a la Subsecretaría en la planificación y ejecución de los planes y programas de 
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acción conjunta para la detección del tráfico ilícito de precursores químicos, 
coordinando su implementación con otros organismos con competencia en la materia. 

La consulta de la página web del organismo permite conocer el valor del formulario de 
inscripción (F01) al que el citado art. 45 nos remite. Al momento de la confección del 
presente artículo (2018), el valor del formulario es de tres mil pesos ($3000). 

Ello implica que los delitos previstos por el art. 5, inc. c, de la ley Nº 23.737 (que consisten en el mayor 
porcentaje del volumen de trabajo de las causas relacionadas al narcotráfico) tienen 
conminado –al día de hoy– una multa mínima de ciento treinta y cinco mil pesos ($135.000) y un máximo 
de dos millones setecientos mil pesos ($2.700.000). 

II. PLANTEO DE LA PROBLEMÁTICA: ¿ADIÓS A LOS JUICIOS 
ABREVIADOS? 

No es ninguna novedad que la mayoría de los imputados a tenor de la ley Nº 23.737 
cuentan con defensa pública oficial. Sin que esta sea la oportunidad para reflexionar 
acerca de los motivos por los que se consagra una reiterada y casi exclusiva 
criminalización de los sectores más vulnerables que cometen una infracción a la Ley de 
Estupefacientes, lo cierto es que la característica apuntada determina una concreta 
problemática que los operadores judiciales deben enfrentar. 

En efecto, más allá de los cuestionamientos que pudiesen realizarse acerca de la 
naturaleza del acuerdo de juicio abreviado, en la práctica se ha convertido en una 
herramienta indispensable para evitar un colapso estructural del fuero federal, puesto 
que si se realizaran audiencias de debate en la totalidad de las causas elevadas a 
instancia de juicio, la ausencia de la cantidad de tribunales orales que resultan 
necesarios provocaría que se fijen fechas de juicio con no menos de dos años de 
antelación, la mayoría de las veces con el imputado detenido cautelarmente. 

En ese contexto, en la mayoría de los casos, la realidad es que todas las partes 
involucradas (tribunal, fiscalía y defensa) consideran los aspectos positivos del trámite 
establecido en los arts. 431 bis y ss. del Código Procesal de la Nación: el tribunal no se 
atrasa en su agenda y no debe lidiar con la preparación del juicio, la fiscalía no debe 
concurrir a las audiencias de debate para interrogar a testigos y exponer su alegato 
acusatorio, y la defensa reconoce que en un eventual juicio la respuesta penal puede ser 
más grave que la propuesta anticipadamente. 

 Sin embargo, dicho proceder que se mantenía homogéneamente estable desde antaño, 
sufrió un fuerte cimbronazo hacia fines del 2017 y comienzos de este 2018. Algo 
trascendente y sorpresivo sucedió: comenzaron a alcanzar la etapa de juicio los hechos 
cometidos con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma establecida por la ley  
Nº 27.302 (noviembre de 2016).  

Es que por más que la fiscalía ofrezca abreviar por los montos mínimos de penas 
legalmente previstos en el art. 5, inc. c, de la ley Nº 23.737, el imputado se encuentra 
ante a un callejón sin salida, pues esa "mejor opción" conlleva la imposición de una 
pena que le resulta de imposible cumplimiento. 
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En dicha situación, tampoco el imputado podría aceptar el acuerdo despreocupándose del pago 
de la multa, puesto que el art. 21 del Código Penal estipula que  

…si el reo no pagare la multa en el término que fije la sentencia, sufrirá 
prisión que no excederá de año y medio. El tribunal, antes de transformar la 
multa en la prisión correspondiente, procurará la satisfacción de la primera, 
haciéndola efectiva sobre los bienes, sueldos u otras entradas del condenado. 
Podrá autorizarse al condenado a amortizar la pena pecuniaria, mediante el 
trabajo libre, siempre que se presente ocasión para ello. También se podrá 
autorizar al condenado a pagar la multa por cuotas. El tribunal fijará el 
monto y la fecha de los pagos, según la condición económica del condenado. 

Lo cierto es que, hasta ahora, generalmente se prestaba muy poca atención a todo lo 
concerniente de la satisfacción del pago de la multa, porque los montos resultaban bajos. 
Muchas veces ni siquiera se intimaba el pago y, cuando se hacía, hasta se solía cancelarlo 
con el monto de la caución real oportunamente abonado si el condenado había sido 
excarcelado alguna vez. 

Pero ya nadie puede ignorar estos montos establecidos mediante la ley Nº 27.302. Y 
tampoco el imputado que llega a etapa de juicio abreviará desatendiéndose de cómo 
pagará semejantes sumas, puesto que ello implicaría el grave riesgo de aditar a su 
condena (pactada) otro tiempo posterior de encierro carcelario, indeterminado en su 
duración, que se aplicará como conversión de la multa impaga (art. 21 C.P.).  

El acuerdo de juicio abreviado se basa sobre un pilar fundamental: que el imputado pueda conocer de antemano 
cuál es la cantidad exacta de tiempo de cárcel que habrá cumplir. Y si dicho condenado también sabe –
a priori– que, por su situación económica, no podrá afrontar el pago del monto mínimo 
de multa que se le ofrece como acuerdo, entonces resulta imperioso encontrar una 
solución, apegada a derecho, que permita ofrecer reglas claras y ciertas de cómo se 
procederá. Pues se corre el grave riesgo de desvirtuar el consentimiento del justiciable, 
quien reconoció su responsabilidad penal en el hecho, convencido de que iba a cumplir 
una precisa cantidad de tiempo carcelario, y luego, en etapa de ejecución penal, se 
sorprende con un egreso al medio libre que se posterga, porque no tiene los medios 
económicos suficientes para pagar la multa. 

III. LAS DISTINTAS ALTERNATIVAS A LA CONVERSIÓN DE LA MULTA 
IMPAGA EN DÍAS DE PRISIÓN 

La jurisprudencia siempre se inclinó por considerar que la conversión de la pena de 
multa en días de prisión se trata de un instituto cuya aplicación debe ser la última ratio. 

Al respecto, se señaló que  

…el art. 21 del C.P. establece que la conversión no es automática sino que 
previo a ello el magistrado debe asegurar el cumplimiento de pasos previos, 
a saber: 1) hacer efectiva la multa sobre los bienes, sueldos y otros ingresos 
del condenado, 2) amortizar el cumplimiento de la multa con trabajo libre y 
3) permitir su cumplimiento en cuotas. Por último, la ley permite –a través 
del art. 35 de la ley Nº 24.660– reemplazar la prisión que corresponde por 
conversión de la multa impuesta incumplida, por la modalidad de prisión 
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discontinua o semidetención… (cfr. CFCP, Sala IV, “CARDOZO”, Reg. Nº 
1713/12, rta. el 21/09/12, del voto del doctor Juan Carlos Gemignani). 

En sentido coincidente, se expresó que el art. 21 del Código Penal  

…impone al juez la obligación de analizar la viabilidad de todos los medios 
posibles de satisfacción pecuniaria antes de proceder a la sustitución de la multa 
por una pena de prisión […] la facultad que tiene el juez de convertir en días de 
prisión a una pena de multa, además de tratarse del último recurso jurisdiccional 
frente a la ausencia de pago, sólo resulta viable ante un incumplimiento 
injustificado por parte del condenado. De lo contrario, se estaría aceptando la 
conversión automática de las multas en días de prisión en todos aquellos casos en 
que el condenado no cuente con medios económicos suficientes para afrontar su 
pago (cfr. CFCP, Sala IV, “IFEACHO”, Reg. Nro. 15.989.4, rta. el 21/11/11, del 
voto del doctor Mariano Borinsky, al que adhirió el doctor Gustavo Hornos). 

En la misma línea argumental, resulta evidente que, ante el incumplimiento de pago de 
una multa impuesta, el principio pro homine impone la necesidad de buscar otras 
alternativas legales menos lesivas a la efectivización de un encierro carcelario. 

Sin embargo, tal como veremos a continuación, en este punto nos encontramos frente a 
ciertos escollos. 

a) La inviabilidad y/o inconveniencia de las medidas alternativas al 
encierro carcelario que prevé el art. 21 del Código Penal 

 1) Pago en cuotas, 2) ejecución de bienes y 3) afectación del sueldo 

En primer lugar, esas tres opciones previstas por el art. 21 del C.P. muchas veces 
tampoco resultan factibles por las mismas características de vulnerabilidad económica 
de aquellas personas que, precisamente, no se encuentran en condiciones de pagar la 
multa: no poseen bienes a su nombre, ni tienen un trabajo formal. Además, el simple 
cálculo de meses necesarios para poder satisfacer el pago de la multa en cuotas 
mensuales implicaría una cantidad de tiempo absurdamente extensa. 

 4) El trabajo libre 

En segundo término, la posibilidad de amortizar la pena pecuniaria mediante la 
realización de "trabajo libre", también presenta ciertas dificultades. Por un lado, no se 
encuentra previsto un sistema de conversión de cantidad de horas de trabajo por cada 
día de encierro. Adviértase que si bien dicho mecanismo se encuentra contemplado en 
el art. 50 de la ley Nº 24.660 de Ejecución Penal, estableciendo que se computarán seis 
horas de trabajo comunitario por un día de prisión, sólo se encuentra limitado para el 
supuesto del art. 35, inc. c, es decir, cuando se impusiera prisión discontinua o 
semidetención con motivo de una revocación de condena condicional por 
incumplimiento de las reglas de conducta establecidas en el art. 27 bis del Código Penal. 

Además, no debe desatenderse que en función de la reforma operada mediante la ley  
Nº 27.375, la nueva redacción del art. 56 bis de la ley Nº 24.660 impide que los 
condenados por los principales delitos previstos en la ley Nº 23.737 puedan acceder a las 
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salidas transitorias, así como la nueva redacción del art. 14 del Código Penal les veda la 
posibilidad de libertad condicional.  

De tal modo, la supuesta hipótesis “favorable” a la conversión de la pena de multa en 
días de prisión, consistiría en que el condenado, luego de haber cumplido casi la 
totalidad de la pena privativa de su libertad pues, en el mejor de los casos, sólo accederá 
al medio libre faltando 3 meses del cumplimiento de la pena (cfr. art. 56 quater de la ley  
Nº 24.660), deba someterse a otro período de tiempo para la realización de trabajos (en 
principio, legalmente indeterminado), hasta poder satisfacer el monto de la multa. Son 
múltiples las razones de sentido común y de orden práctico que desaconsejan dicho 
escenario, que implicaría añadir –una vez que el condenado recuperó su libertad– otro 
período posterior de constante contralor judicial, con características similares a lo que 
sucede en las suspensiones de juicio a prueba (cfr. art. 76 ter del Código Penal). En 
términos simples: es agregar una probation después de que se cumplió la pena. No parece lógico que 
una vez que el condenado fue sometido y cumplió con todo el período de ejecución 
penal, siga extendiéndose otra cantidad de años de constante inspección judicial. 
Máxime cuando ello podría implicar reiteradas intimaciones para que acredite la 
cantidad de horas trabajadas durante un determinado mes, citaciones a audiencias para 
explicar el incumplimiento, etc. 

También corresponde aclarar que, con relación a la posibilidad de amortizar el pago de 
la multa mediante la realización de trabajos, el art. 21 establece que “podrá autorizarse 
al condenado”, lo que evidencia que esta opción sólo es viable a pedido del condenado, 
sin que el juez cuente con la facultad de disponerlo de oficio. 

 5) Trabajo carcelario no remunerado 

Restaría considerar la posibilidad de convertir la multa en trabajo carcelario no 
remunerado. Dicha posibilidad se enfrentaría a muchos obstáculos, teniendo en cuenta 
las características esenciales del trabajo intramuros establecidas por el art. 107 de la ley  
Nº 24.660: no se impondrá como castigo (inciso a), no será forzado (inciso b), y deberá 
ser remunerado (inciso f).  

Por otro lado, los únicos descuentos legalmente previstos a la remuneración del interno 
trabajador se estipulan en el art. 121: el 10 % para indemnizar los daños y perjuicios 
causados por el delito, conforme lo disponga la sentencia (inciso a); el 35 % para la 
prestación de alimentos, según el Código Civil (inciso b) y el 30 % para formar un fondo 
propio que se le entregará a su salida (inciso d). Ninguno de ellos puede asimilarse al 
pago de la multa. Además, alguien medianamente versado en la realidad carcelaria 
fácilmente reconocerá que el denominado “fondo de reserva” del peculio del interno 
trabajador es intocable, puesto que con éste subsana las falencias cotidianas del servicio 
penitenciario, aplicándolo a la compra de comida y elementos de higiene personal.  

También recordemos que la Corte Suprema de Justicia de la Nación declaró la 
inconstitucionalidad del inciso c) del mencionado artículo, que dispone una retención 
del "25% para costear los gastos que causare en el establecimiento" . 1

 “Méndez, Daniel Roberto”, Expte. M.821.XLIII, resuelta el 1/11/2011.1

!147



Referencia Jurídica e Investigación 
Secretaría General de Capacitación y Jurisprudencia  

Por último, el art. 120 de la Ley de Ejecución establece que el principio general de 
carácter remunerado del trabajo sólo puede encontrar su excepción en los casos del art. 
111, atinentes a las "labores generales del establecimiento o comisiones que se le 
encomienden de acuerdo a los reglamentos", cuando éstas no fueren la única ocupación 
del interno. 

En síntesis, cualquier intento por afectar el salario laboral carcelario seguramente 
generaría una serie de reclamos judiciales, y de muy probable resolución favorable para 
los internos. 

Así pues, una vez reconocidas todas estas dificultades de las medidas alternativas 
previstas en el art. 21 del Código Penal, el desafío de las siguientes líneas es analizar el 
resto de las soluciones que podría brindar el sistema legal. 

b) La inviabilidad y/o inconveniencia de las medidas alternativas 
previstas en el resto del ordenamiento legal 

 6) Actualizar los montos del art. 24 del Código Penal 

En el sendero hacia lo que se aprecia como una ineludible mutación de la pena de multa 
impaga en una determinada cantidad de días de prisión, el art. 24 del Código Penal 
revela la vetustez de su esquema actualmente vigente. La ley Nº 24.286 (B.O. 29/12/93) 
que modificó dicha norma, estableció que la prisión preventiva debe computarse según 
“la cantidad de multa que el tribunal fijase entre pesos treinta y cinco y pesos setenta y 
cinco”.  

Se aprecia el absurdo que aún tomando el cómputo más favorable para el condenado 
(convirtiendo cada día de encierro a $175 de multa), tampoco alcanzaría el plazo 
máximo establecido en el art. 21 del Código Penal (un año y medio) para satisfacer el 
mínimo de la multa prevista en el art. 5, inc. c, de la ley Nº 23.737 (540 días x $175= 
$94.500). Dicho desfasaje es lógico, pues los montos económicos establecidos en una ley 
de 1993 tienen un gran atraso con aquellos otros asentados en una ley dictada veintitrés 
(23) años después, en 2016. 

Podría afirmarse, entonces, que resultaría posible "actualizar" al art. 24 mediante la 
aplicación de un índice de actualización monetaria de las cifras allí establecidas ("pesos 
treinta y cinco y pesos setenta y cinco"). 

Particularmente, no considero viable dicha opción por varias razones: 

•  ¿Qué índice oficial se utilizaría? ¿Alguna tasa de interés del banco central?, ¿una 
referencia al salario mínimo vital y móvil?, ¿el índice de inflación del INDEC? 
¿Cómo ponerse de acuerdo sin una norma escrita en tal sentido?. ¿Los fiscales 
impetrarían un índice menos favorable que implique más días de encierro, y 
los defensores invocarían siempre otro más beneficioso? ¿Debería, entonces, 
tomarse el más beneficioso al condenado, en función del in dubio pro reo? 
Demasiados inconvenientes a enfrentar, cuando lo que se busca es una solución 
razonable al problema. 
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• Además, una vez determinado el índice a utilizar, siempre debería convocarse a 
un perito contable para que determine cuál ha sido la cantidad concreta de 
depreciación monetaria acaecida en el caso concreto, entre la comisión del 
hecho y el específico momento en que el juez procede a realizar la conversión. 
No parece una solución práctica. 

• Por último, tampoco parece muy aconsejable que el juez deba estar actualizando 
una norma penal que ha quedado depreciada económicamente, cuando fue el 
propio legislador quien no lo ha hecho, mientras que sí actualizó determinados 
montos de multa (como los actualmente vigentes en la ley Nº 23.737). Pues si 
bien es tradicional la regla interpretativa de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, en el sentido que no corresponde presuponer la imprevisión o 
inconsecuencia del legislador, lo cierto es que en algunos casos –como el 
presente– ello es claro, y tampoco corresponde a los jueces asumir una función 
que resulta inherente al Poder Legislativo Nacional, para así subsanar sus 
olvidos. 

Así pues, podría entenderse que el art. 24 del Código Penal hoy resulta inaplicable para 
una eventual conversión a días de prisión ante el incumplimiento del pago de las multas 
previstas en la ley Nº 23.737. No sólo porque el sistema de unidades fijas establecido en 
la reforma operada por la ley Nº 27.302 conllevó un incremento exponencial de las 
penas pecuniarias hasta el punto de tornar inoperante al citado art. 24, sino porque 
también implicó el establecimiento de un régimen específico al que la actual redacción 
de esta última norma permanece totalmente ajeno. 

 7) Semidetención o prisión discontinua 

El art. 35, inc. b, de la ley Nº 24.660 (según reforma ley Nº 27.375) establece que  

…podrá disponer la ejecución de la pena mediante la prisión discontinua y 
semidetención cuando, no encontrándose incluido en los delitos previstos en 
el artículo 56 bis: (...) b) Se convirtiere la pena de multa en prisión, según lo 
dispuesto en el artículo 21, párrafo 2, del Código Penal. 

El primer obstáculo es que dicha solución sólo resultaría aplicable al escaso lote de 
hechos cometidos entre noviembre de 2016 y julio de 2017 (es decir, los casos cometidos 
estando ya vigentes los nuevos montos de pena –ley Nº 27.302–, pero antes que esta 
clase de delitos se incorporen en las prohibiciones del art. 56 bis –ley Nº 27.375–). 

Pero, además, la modalidad de prisión discontinua o semidetención no brinda una 
verdadera respuesta acerca de qué modo computar la cantidad de días de prisión 
necesarios para satisfacer una multa impaga, sino que tan sólo implica un 
"fraccionamiento" del lapso, entre los fines de semana o el horario diurno/nocturno. 

También corresponde añadir lo ya adelantado más arriba, en el sentido que si bien el 
art. 50 de la ley de Ejecución Penal  autoriza –cuando se revocare la condenación 
condicional por incumplimiento de las reglas de conducta establecidas en el art. 27 bis 
del Código Penal– la sustitución de la prisión discontinua o semidetención por trabajos 
comunitarios, estableciendo para ello el plazo máximo coincidente de dieciocho meses, 
dicha opción no está prevista para el supuesto de conversión de la multa impaga en 
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prisión. No obstante, tal como también se señaló ut supra, es el mismo art. 21 del código 
de fondo el que prevé dicha opción, aunque sin la cláusula de conversión de seis horas 
de trabajo comunitario por cada día de prisión, estipulada en el mencionado art. 50. 

c) Otras alternativas 

Seguidamente nos referiremos a cuatro opciones que podrían invocarse en favor del 
condenado, para librarlo por completo del pago de la multa. Si bien algunas de ellas 
resultan más sólidamente fundadas que otras, lo cierto es que, por la naturaleza misma 
de los planteos, posiblemente contarían con una oposición fiscal, y con una renuencia 
por parte de los tribunales. 

 8) Inconstitucionalidad de la remisión establecida en el art. 45 de la ley Nº 23.737 

Recordemos que el art. 45 dispone que el valor de cada unidad fija equivale al valor de 
un formulario de inscripción de operadores en el Registro Nacional de Precursores 
Químicos. 

Siempre han existido críticas al mecanismo de las leyes penales en blanco, sobre todo a 
partir de la tendencia actual hacia una administrativización de la ley penal, donde el 
legislador renuncia a su función programadora de criminalización, que la transfiere a 
órganos del poder ejecutivo. Es indudable que se incurre en una clara delegación de la 
potestad punitiva, aduciendo que los rápidos cambios no podrían ser seguidos por el 
legislador penal. 

No analizaremos aquí si dicho argumento de “urgencia normativa” puede resultar un 
fundamento válido para considerar como constitucional al mecanismo de remisión 
señalado. Bastaría precisar que, tal como se detalló en la introducción del presente 
artículo, en otras oportunidades anteriores el legislador dictó las leyes correspondientes 
para actualizar los montos de las multas previstas en la ley Nº 23.737.  

Es más, el art. 2 de la ley Nº 23.795 (B.O. 17/09/91) estableció que el Poder Ejecutivo debía 
actualizar semestralmente los montos de las penas previstas en la ley Nº 23.737 “de conformidad 
a la variación que experimente el índice de precios mayoristas –nivel general– que publicare el 
Instituto Nacional de Estadística y Censos o el organismo que lo reemplace”. Sin embargo, a 
pesar de haberse establecido legalmente un mecanismo de actualización, dicha facultad nunca 
fue ejercida. 

Solamente habremos de reconocer que, en nuestro país, a raíz de una condición crónica 
de inflación monetaria, en algunos ámbitos se han comenzado a implementar 
mecanismos de actualizaciones automáticas de los valores de las multas, para así 
intentar mantener la razonabilidad de la sanción pecuniaria. Por ejemplo, en el Código 
de Faltas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la unidad fija se vincula al valor del 
litro de combustible. 

Pero el problema del presente caso es que dicha práctica, propia del ámbito de faltas, 
ahora se trasladó a la órbita penal mediante un sistema en el que el valor del formulario 
(y por lo tanto, de la multa penal) lo determina unilateralmente –y sin control alguno– 
un organismo administrativo dependiente del Ministerio de Seguridad, sin ninguna 
referencia a la inflación monetaria. El formulario vale lo que el organismo quiere, de 
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acuerdo a su política de control con relación a quienes trabajan con precursores 
químicos (por ejemplo, la industria textil con relación a la acetona, la industria 
metalúrgica con relación a la soda cáustica, etc). 

Supongamos, hipotéticamente, que el Registro Nacional de Precursores Químicos 
resuelve, implementando su propia política de seguridad, que busca desalentar –o 
controlar más férreamente– el uso de precursores químicos por parte de las empresas y 
comercios, mediante un aumento significativo de los valores de los formularios de 
inscripción F01. 

Dicha decisión, que podría resultar legítima si se la considera aisladamente, entonces no 
debería repercutir en el ámbito de la respuesta punitiva penal, porque desvirtuaría los 
fines para la cual fue establecida. 

De hecho, al momento de implementarse el sistema de unidades fijas mediante la 
sanción de la ley Nº 27.302 (noviembre de 2016), el valor del formulario F01 era de mil 
setecientos pesos ($1.700). En febrero de 2017 aumentó a dos mil quinientos pesos 
($2.500), y en enero de 2018 volvió a aumentar a tres mil pesos ($3.000). Es decir, en 
apenas un año y dos meses, el valor de la multa penal aumentó un 76,47%. Podría 
argumentarse, entonces, que el valor del formulario de inscripción no guarda una 
relación proporcional con ninguna pauta objetiva de depreciación monetaria.  

De este modo, se ha delegado en un organismo del Ministerio de Seguridad la 
determinación y aumento del valor de las multas penales, que las fija mediante simples 
resoluciones administrativas que no se encuentran sujetas a control alguno, en el 
ejercicio de sus funciones específicas de control del tráfico y comercio de precursores 
químicos. Y dicho despliegue de una línea política determinada con relación a un tema 
muy específico, termina erigiéndose en el “legislador” que cuantifica el valor de las 
multas previstas en la ley Nº 23.737, hasta el punto de hacer colapsar la viabilidad de 
ciertos postulados básicos que resultan necesarios para el funcionamiento de la justicia 
penal federal: razonabilidad de los medios alternativos al juicio público, oral y 
contradictorio (suspensión de juicio a prueba y juicio abreviado), así como la 
previsibilidad de la respuesta penal legalmente prevista. 

Lamentablemente, el mecanismo establecido por la ley Nº 27.302 estableció un régimen 
discrecional que derivó en multas penales ridículamente caras, de imposible 
cumplimiento para la gran mayoría de los casos judicializados, y que también resultan 
totalmente desproporcionadas con relación al resto de las multas previstas por el 
ordenamiento penal, con las que ya no guarda ninguna correlación coherente. 

Por ello, si bien podría admitirse como válido un intento por mantener el valor de las 
multas penales mediante un sistema razonable, lo cierto es que no es el supuesto del 
presente caso. Pues los montos de la multa no serán previsibles en función de la 
depreciación monetaria de la economía argentina, sino en función de lo que determina 
una agencia administrativa, motivada en distintos fines o intereses específicos. 

Podría plantearse, entonces, que la estructura de remisión legal efectuada por el 
legislador en el art. 45 de la ley Nº 23.737, para que el Registro Nacional de Precursores 
Químicos complete la norma penal, resulta inconstitucional por atentar contra el 
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requisito de certeza inherente al principio de legalidad y por lesionar al principio de 
razonabilidad de las penas. 

 9) Inconstitucionalidad de la prisión por deudas 

Otro planteo de inconstitucionalidad viable sería en atención a lo establecido por el art. 
7.7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (de jerarquía constitucional 
a partir de la reforma de 1994, por vía expresa del art. 75, inc. 22, de la Constitución 
Nacional), que estipula como garantía convencional que "nadie será detenido por 
deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados 
por incumplimientos de deberes alimentarios". 

La República Argentina aprobó dicho instrumento internacional mediante la ley Nº 23.054 (B.O. 
del 27/03/84). El 5 de septiembre de 1984 remitió el instrumento de ratificación a la Secretaría 
General de la OEA, efectuando una declaración interpretativa sobre este punto:  

…el artículo 7, inciso 7, debe interpretarse en el sentido que la prohibición de 
la "detención por deudas" no comporta vedar al Estado la posibilidad de 
supeditar la imposición de penas a la condición de que ciertas deudas no sean 
satisfechas, cuando la pena no se imponga por el incumplimiento mismo de la 
deuda sino por un hecho penalmente ilícito anterior independiente. 

De esta manera, nuestro país dejó expresamente asentado que no se contraría art. 7.7 de 
la CADH cuando el incumplimiento dinerario es catalogado como delito por el código 
de fondo o una ley especial de contenido penal. Los casos emblemáticos son, por 
ejemplo, la evasión tributaria y la retención indebida de aportes. 

Ahora bien, la controversia radica en que el supuesto de la conversión de la pena de 
multa impaga en días de prisión, la multa es la pena principal y el eventual encierro 
carcelario es una consecuencia de su no pago. En dicho mecanismo, la prisión no fue 
prevista por el legislador como una sanción penal que debía aplicarse al caso (pena 
principal), sino como una sustitución de una pena pecuniaria que no fue cumplida. Es 
decir, se advierte una estructura sustancialmente análoga a una "deuda", atento la 
previa intimación judicial para el pago, que no fue satisfecho, y como consecuencia de 
ello, se impone un encierro carcelario. 

Partiendo de tales premisas, existirían sólidos argumentos para plantear que la 
conversión a días de prisión previsto por el art. 21 del Código Penal resulta incompatible 
con la prohibición por deudas consagrada por el art. 7.7 de la CADH. 

Si bien estos últimos razonamientos podrían ser razonablemente esgrimidos por la defensa, 
posiblemente los fiscales se sientan compelidos a solicitar una respuesta punitiva al caso, y los 
jueces sean renuentes a declarar la inconstitucionalidad de una norma, en función de inveterada 
jurisprudencia que establece que  

…la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto 
de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones del 
Poder Judicial y, por ello, debe ser considerada como última ratio del orden 
jurídico y solo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula 
constitucional es manifiesta y de incompatibilidad inconciliable. 
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 10) No exigir el pago de la multa, en atención a las condiciones personales del condenado 

Recordemos que el mismo artículo 21 del Código Penal establece que, en la intimación 
del pago de la multa, debe tenerse en cuenta "además de las causas generales del 
artículo 40, la situación económica del penado". 

Así, un legítimo interrogante consistiría en si la valoración de las circunstancias 
personales de precariedad económica del condenado sólo debe limitarse para 
determinar cuál de las opciones brindadas por el art. 21 se debe aplicar (ejecución de 
bienes o ingresos, trabajo libre, pago en cuotas o conversión en días de prisión), o si 
también puede justificar una exención del pago de la misma. 

La viabilidad de la última hipótesis puede fundamentarse cuando se repara en que los 
condenados con medios económicos suficientes no tendrían inconveniente para cumplir 
con la multa impuesta (ya sea pagándola íntegramente, en cuotas, o a través de sus 
bienes), y sólo se impondría la conversión en días de prisión a los que atraviesan una 
situación de penuria económica, a raíz de que no pueden acudir a otro método de 
satisfacción. Ciertamente se erige como repugnante cualquier tipo de consagración legal 
que avale o justifique una verdadera criminalización de la pobreza ("si tienes dinero, 
paga; y si eres pobre, ve a la cárcel"). 

Sobre la cuestión, se ha señalado que "en cualquier caso debe regir el principio de que el 
derecho no puede obligar a lo imposible, puesto que de lo contrario, la conversión de la multa 
resultaría inconstitucional". También en el citado fallo "Ifeacho", el doctor Mariano Borinsky 
señaló que la conversión de la pena de multa en prisión  

…sólo resulta viable ante un incumplimiento injustificado por parte del condenado. 
De lo contrario, se estaría aceptando la conversión automática de las multas en días 
de prisión en todos aquellos casos en que el condenado no cuente con medios 
económicos suficientes para afrontar su pago. 

A partir de estos postulados, podría concluirse que si el incumplimiento del pago de la 
multa obedeció a una imposibilidad material, en atención a la situación de precariedad 
económica del condenado, que en modo alguno puede afrontar la satisfacción de 
semejantes montos pecuniarios, entonces debería eximirse el pago. 

 11) La prescripción de la multa 

Por último, otra opción práctica que podría entrar en consideración es tener en cuenta 
la prescripción de la pena de multa, que el art. 65, inc. 4, del Código Penal estipula en 
dos (2) años. 

Así, una posible estrategia defensista podría consistir en realizar rápidamente un juicio 
abreviado, y dejar transcurrir dos años antes del cumplimiento de la pena de prisión. De 
tal modo, cuando el condenado se encuentre en condiciones de egresar, si fuese 
intimado al pago de la multa, podría oponerse el respectivo planteo de prescripción. 

Ante dicha alternativa, se advierten dos obstáculos. 

Por un lado, generalmente el condenado está en condiciones de egresar en menos 
tiempo que dos años de realizado el juicio abreviado (firme). De hecho, suele abreviar 
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por un monto de pena que le permita salir en libertad en poco tiempo. 
Matemáticamente sería inviable para los casos de futuro extrañamiento, con expulsión 
anticipada a la mitad de la condena. O para los supuestos en los que resulte viable 
acceder a la libertad condicional. 

En segundo término, lo cierto es que la postura jurisprudencial mayoritaria entiende 
que el plazo de prescripción de la pena de multa se limita a los dos (2) años cuando 
dicha sanción es la única legalmente prevista. Más cuando ha sido establecida como 
pena conjunta junto a otra (como el caso del art. 5, inc. c, de la ley Nº 23.737), por ser 
única la acción emergente de cada delito, uno es también el plazo de prescripción para 
ambas clases de penas, rigiéndose siempre por el plazo de vigencia mayor, aunque la 
otra considerada en su individualidad habría determinado su prescripción. 

IV. NUESTRA PROPUESTA  

a) Un sistema de conversión proporcional 

Una vez planteadas todas las dificultades de las propuestas anteriores, a continuación 
habremos de proponer una alternativa que entendemos viable, puesto que podría 
resultar un válido intento por conciliar la satisfacción de la pena pecuniaria con el 
legítimo interés del condenado, consistente en contar con un mecanismo razonable de 
conversión que no implique un ejercicio desproporcionado del rigor punitivo estatal. 

En principio, habría que coincidir en que el art. 24 del Código Penal se ha tornado 
inaplicable para las eventuales conversiones en días de prisión de las multas impagas 
previstas en la ley Nº 23.737, puesto que su cálculo más favorable para el condenado ni 
siquiera alcanza para que, durante el plazo máximo de conversión del art. 21, pueda 
satisfacerse la multa mínima prevista en la citada ley especial. 

Por ello, resulta necesario establecer un sistema de conversión específico, teniendo en 
cuenta la globalidad del régimen de multas de la ley Nº 23.737. 

En ese sendero, lo primero que debe tenerse en cuenta es que el monto máximo de 
multa posible son 2400 UF (esto es, la multa del organizador del art. 7 –1800 UF– 
incrementada en un tercio, en virtud de las agravantes del art. 11). Podría afirmarse que 
dicho monto sería la multa a convertir en el plazo máximo de 18 meses (o 540 días) de 
prisión, de acuerdo a lo establecido en el art. 21 segundo párrafo del Código Penal. 

Entonces, sólo restaría aplicar un cálculo proporcional. Si 2400 UF se convierten en 540 
días de prisión, entonces 45 UF se satisfacen con 10 días y fracción (10,125). 

 Cálculo: 

 540 días =   x días                   Es decir: x = (540 x 45) / 2400 = 10,125  

 2400 UF      45 UF 

Pese a que la conversión en días de prisión es considerada como la última ratio, 
corresponde reconocer que esta opción sería la más beneficiosa para el condenado. Pues 
sería preferible agregar 10 días de encierro a la pena de 4 años de prisión que fue 
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acordada en juicio abreviado (o a los 2 años y 8 meses para el lote con vieja redacción 
de ley Nº 24.660 que puede acceder a la libertad condicional; o a los 2 años para 
extranjeros que serán extrañados), antes que agregarles un tiempo indefinido de tiempo 
de trabajos comunitarios, o de cuotas impagables. 

b) Su implementación 

Aceptado este “cálculo proporcional”, sería importante dejarlo asentado en el acuerdo 
de juicio abreviado que se presenta ante el tribunal. Es decir, incluir como punto de 
acuerdo que el imputado renuncia a la futura intimación del pago de la multa, en 
atención a su precaria situación económica, puesto que no posee bienes a su nombre ni 
un trabajo con salario mensual. Así, reconociéndose el futuro incumplimiento del pago 
de la multa, se conviene de antemano este específico método de conversión. 

Entiendo que ante cualquier renuencia por dejarlo asentado en el mismo acuerdo 
abreviado (ya sea por parte del fiscal, o del tribunal homologante, quienes podrían 
pretender zanjar la cuestión mediante un "acuerdo de palabra"), debe hacerse hincapié 
en que no existe ningún obstáculo legal para así proceder. Además, la esencia del 
instituto constituye en darle a conocer al imputado –que reconoce su responsabilidad 
penal en el hecho endilgado–, el alcance preciso de la respuesta punitiva que deberá 
enfrentar. Y ese acuerdo no puede correr el riesgo de desbaratarse en el futuro, por un 
eventual cambio de los fiscales o jueces que habrán de intervenir en la etapa de 
ejecución, ya sea porque se trata de magistrados funcionalmente distintos, o por 
circunstancias azarosas, tales como jubilaciones, usos de licencia, etc. 

Luego, el defensor de ejecución penal (a veces el mismo defensor del abreviado, a veces 
otro distinto) al momento de la posibilidad de egreso (agotamiento de la pena, libertad 
condicional, extrañamiento) solicitaría que se proceda a la conversión según lo pactado 
en el abreviado y, una vez cumplidos esos 10 días de prisión "extras", se ordene la 
inmediata libertad (o expulsión). 

c) Reflexión sobre el sistema proporcional propuesto 

El presente trabajo intenta plantear una modesta solución a un problema muy actual 
que se presenta en el trabajo cotidiano de la justicia del fuero federal. 

Entendemos que la propuesta resulta plenamente compatible con el principio de 
legalidad, puesto que es una interpretación (opinable, pero legítima al fin) de cómo 
aplicar el régimen del art. 21 del C.P. frente a las multas establecidas en la nueva 
redacción de la ley Nº 23.737, ante un vetusto art. 24 del mismo código que se ha 
tornado inaplicable, frente a la desproporcionada desactualización de sus montos. 

Podría oponerse que lo aquí propuesto implica una conversión muy favorable para el 
condenado, puesto que con cada día de encierro carcelario "extra" se le permitiría 
satisfacer un monto de $13.500 de multa impaga. 

Ante dicha objeción, me permitiré destacar los siguientes aspectos: 

• Hasta el presente resultó –en la práctica– irrelevante el aspecto de la pena de 
multa conjunta prevista en el art. 5, inc. c, de la ley Nº 23.737. Jamás se erigió 
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en un aspecto de trascendencia punitiva que mereciese la atención del tribunal 
y de la fiscalía, o la preocupación del condenado. 

• Dicho escenario de apatía hacia la mencionada sanción pecuniaria cambiaría 
radicalmente, puesto que se traduciría en una concreta cantidad de días de 
prisión que, aunque podrían considerarse escasos, implican un rigor punitivo 
mayor que el vigente hasta este momento. Es decir, se afianzaría la naturaleza 
retributiva de la pena de multa como sanción penal, aspecto tradicionalmente 
ausente en esta clase de delitos. 

• Es necesario tomar conciencia de que un juicio abreviado sólo resulta viable si se 
le plantea de antemano al imputado una respuesta punitiva global que le 
resulte cierta y razonable. 

• El padecimiento de la pena no puede implicar la imposición de condiciones de 
imposible cumplimiento, debiéndose garantizar –en aras del fin principal de 
reinserción social consagrado por el art. 5.6 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos– que el condenado podrá cumplir con la pena 
impuesta con un efecto deteriorante razonablemente contenido. 

V. LA CUESTIÓN EN EL ANTEPROYECTO DEL CÓDIGO PENAL 
ELABORADO EN 2018 

Todo el análisis hasta aquí efectuado fue realizado a partir del texto legal actualmente 
vigente. Sin embargo, no podemos omitir una referencia a cómo ha sido abordada la 
cuestión en el anteproyecto del Código Penal que próximamente será presentado ante el 
Congreso Nacional, para su oportuno tratamiento. 

En términos generales, debemos señalar que para las penas de multa se propone un 
sistema de "días-multa".  

a) Las nuevas sanciones previstas 

Así, en los "Delitos de Narcotráfico y relacionados con Estupefacientes" (Título XV, 
Capítulo 1), se impone la pena de prisión de cuatro (4) a quince (15) años y cuarenta y ocho 
(48) a ciento ochenta (180) días-multa al que siembre o cultive plantas o guardare semillas, o 
cualquier otra materia prima para producir o fabricar estupefacientes, o elementos 
destinados a tales fines (art. 319.1, inc. 1º); al que tuviere con fines de comercialización, 
comerciare, distribuyere, diera en pago, almacenare o transportare plantas o sus 
semillas, o cualquier otra materia prima para la producción o fabricación de 
estupefacientes (art. 319.1, inc. 2º); y al que entregare, suministrare, aplicare o facilitare 
a otros estupefacientes a título oneroso (art. 319.1, inc. 3º). En este último caso, si fuese a 
título gratuito, se impondrá prisión de tres (3) a doce (12) años y treinta y seis (36) a 
ciento cuarenta y cuatro (144) días-multa. 

Las sanciones se incrementan de cinco (5) a veinte (20) años y sesenta (60) a 
cuatrocientas (400) días-multa, para el que produjere, fabricare, extrajere o preparare 
estupefacientes (art. 319.2, inc. 1º); tuviere con fines de comercialización, comerciare, 
distribuyere, diere en pago, guardare, almacenare o transportare estupefacientes o 
precursores químicos para su producción o fabricación (art. 319.2, inc. 2º), 
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incrementándose el mínimo de la pena de prisión a seis (6) años si el estupefaciente se 
tratara de pasta base de cocaína o cualquier otra sustancia de desecho o residual que se 
genere en el proceso de producción de estupefacientes.  

Se prevé una pena de cinco (5) a veinte (20) años de prisión y sesenta (60) a doscientos 
cuarenta (240) días-multa, para el que introdujere al país estupefacientes fabricados o en 
cualquier etapa de su fabricación, precursores químicos o cualquier otra materia prima 
destinada a su fabricación o producción, habiendo efectuado una presentación correcta 
ante la Aduana y posteriormente alterara ilegítimamente su destino de uso (art. 320). 

A su vez, se estipula una pena de ocho (8) a veinte (20) años y noventa y seis a quinientos 
ochenta (580) días multa para el que organizare, financiare, dirigiere o administrare 
cualquiera de las referidas actividades ilícitas; y si dichos actos fueren cometidos como 
parte de la actividad de una organización criminal internacional, la pena de prisión será 
de diez (10) a veinticinco (25) años (art. 321.1). 

También se estipula como agravante la elevación de un tercio del máximo y en la mitad del mínimo de 
las escalas penales: si los hechos se cometieren en perjuicio de mujeres embarazadas, de 
personas sometidas a tratamiento de rehabilitación o de personas disminuidas 
psíquicamente, o sirviéndose de personas menores de dieciocho (18) años o en perjuicio 
de éstos (art. 325, inc. 1º); si los hechos se cometieren subrepticiamente o engaño (art. 
325, inc. 2º); si en los hechos intervinieren tres (3) o más personas (art. 325, inc. 3º); si los 
hechos fueren cometidos por un funcionario público encargado de la prevención o 
persecución de los delitos aquí previstos o por un funcionario público encargado de la 
guarda de presos y en perjuicio de éstos (art. 325, inc. 4º); si el hecho se cometiere en las 
inmediaciones o en el interior de un establecimiento de enseñanza, centro asistencial, 
institución deportiva, cultural, social, religiosa, penitenciaria, lugar de detención, centro 
de rehabilitación, unidad militar o en sitios donde se realicen espectáculos o diversiones 
públicos, o en lugares a los que escolares y estudiantes acudan para realizar actividades 
educativas, deportivas o sociales (art. 325, inc. 5º); si los hechos fueren cometidos por un 
médico, trabajador social, docente, educador o empleado de establecimientos 
educacionales en general, abusando de sus funciones específicas (art. 325, inc. 6º); o si se 
empleare intimidación o violencia, o exhibiere o hiciese uso de armas para cometer el 
hecho (art. 325, inc. 7º). 

La tenencia simple conserva la pena de prisión de uno (1) a seis (6) años de prisión, y doce 
(12) a setenta y dos (72) días-multa (art. 328). 

Por último, en cuanto a lo más relevante, se crean tres figuras penales nuevas: la 
preconización o difusión del uso de estupefacientes, o inducción a otro a consumirlos 
(art. 326, inc. 1º); el uso de estupefacientes con ostentación y trascendencia al público 
(art. 326, inc. 2º), siendo que ambas conductas se reprimen con veinticuatro (24) a setenta y 
dos (72) días-multa; y se establece una agravante genérica que eleva la escala penal prevista 
en un tercio del mínimo y del máximo, para todo aquél que usare estupefacientes para 
facilitar o ejecutar otro delito (art. 327). 

b) La conversión de los días-multa impagos 

El artículo 22 del Anteproyecto dispone que: 
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La multa obligará al condenado a pagar una cantidad de dinero que, salvo 
otra previsión específica, será medida en días-multa, cada uno de los cuales 
equivaldrá al DIEZ POR CIENTO (10%) del valor del depósito establecido 
para la interposición del recurso de queja ante la CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

[…]  

En la sentencia, el tribunal determinará la cantidad de días-multa de la 
condena y su equivalente en moneda de curso legal, o en su caso el monto 
de la multa, tomando en cuenta, además de las pautas generales del artículo 
40, la situación económica del condenado. 

[…]  

El tribunal, al imponer la multa o por resoluciones posteriores, atendiendo a 
la situación económica del condenado, podrá acordar un plazo o autorizar 
el pago en cuotas. En este último caso, el plazo a concederse para el pago 
total de la multa no podrá exceder de DOS (2) años. 

[…] 

Si el condenado no pagase la multa en las condiciones que fije la sentencia, 
el tribunal procurará su satisfacción haciéndola efectiva sobre los bienes, 
sueldos u otras entradas del condenado. Si ello no fuese posible podrá 
también disponer que la multa sea amortizada mediante trabajos no 
remunerados en favor del Estado o de instituciones de bien público, a razón 
de un día de trabajo de SEIS (6) horas por cada día-multa. 

[…] 

Tanto el pago en cuotas como el trabajo no remunerado podrán ser 
revocados si la situación económica del condenado mejorase sensiblemente 
o la multa pudiese hacerse efectiva en su totalidad. 

[…] 

En caso de incumplimiento de las condiciones de ejecución de la multa, ésta 
se convertirá en prisión a razón de UN (1) día de prisión por cada día-multa, 
la que no excederá de UN (1) año y SEIS (6) meses. Si debiese ser convertida 
una multa impuesta juntamente con una pena prisión, se procederá 
conforme lo dispuesto sobre unificación de penas. 

[…] 

En cualquier tiempo el condenado podrá pagar la multa, descontándose de 
ella la parte proporcional al tiempo de prisión que hubiese cumplido. 

[…] 
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El monto de la multa será destinado a un fondo especial para solventar la 
asistencia social a las víctimas de delitos, salvo que estuviese específicamente 
previsto un destino diferente. 

[…] 

Si el hecho fuere cometido con ánimo de lucro, podrá agregarse a la pena de 
prisión una multa, aun si no estuviese especialmente prevista o lo estuviese 
sólo en forma alternativa con aquélla. Si no estuviese prevista, la multa 
podrá ser de UNO (1) a DOSCIENTOS (200) días-multa, la que podrá 
elevarse hasta el doble del beneficio del delito que hubiese podido obtenerse 
si aquel fuese mayor al máximo de la multa referido. En estos supuestos, se 
aplicará lo dispuesto en los párrafos precedentes.  

A su vez, el artículo 25 estipula que "la prisión preventiva se computará así: por UN (1) día de 
prisión preventiva, UNO (1) de prisión o DOS (2) de inhabilitación o UN (1) día-multa". 

c) Análisis: Luces y sombras del Anteproyecto 

En primer lugar, se advierte que, al día de hoy (año 2018), cada día-multa consistiría en 
la suma de dos mil seiscientos pesos ($2600), puesto que el depósito para la interposición 
del recurso de queja ante el Alto Tribunal tiene un valor de veintiséis mil pesos 
($26.000). 

Ello implica que, por ejemplo, en las figuras penales atinentes al tráfico de 
estupefacientes (actual art. 5, inc. c, ley Nº 23.737), el mínimo de la pena de multa se 
incrementaría de $135.000 (45 UF) a $156.000 (60 DM, según art. 319.2, inc. 2º, del 
Anteproyecto). 

Debe reconocerse que, más allá de lo cuestionable que pudiesen ser los resultados que 
analizaremos seguidamente, el sistema propuesto brinda, al menos, certeza con relación 
a la previsibilidad de la conversión de la multa impaga, con lo que se supera una gran 
falencia en el sistema legal actual.  

En efecto, cada día-multa puede transformarse en un día de trabajo no remunerado en 
favor del Estado, de seis horas de duración. De este modo, se adopta el sistema 
actualmente contemplado en el art. 50 de la ley Nº 24.660. Y, en el peor de los casos, se 
transformaría en un día de prisión. De tal modo, los 60 días-multa del caso que venimos 
analizando (transporte, venta o tenencia de estupefaciente con fines de 
comercialización), se trocarán en dos meses más de prisión, o en 60 jornadas laborales 
de seis horas. 

Sin embargo, dicha previsibilidad no elimina otros obstáculos pueden esgrimirse con 
relación al sistema planteado. 

Una primera dificultad que se avizora es lo atinente al mencionado trabajo no remunerado 
en favor del Estado. ¿En qué lugar podrán llevarse a cabo? ¿Siempre habrá cupos 
disponibles? ¿Quién efectuará el contralor de su cumplimiento? Al margen de que 
dichos interrogantes aún no tienen solución, permanecería incólume la crítica efectuada 
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más arriba: tal sistema constituiría, en la práctica, en agregar una probation para ser 
cumplida con posterioridad a la ejecución de la pena de prisión. 

También correspondería preguntarse si el condenado se encuentra facultado para 
realizar el trabajo remunerado en favor del Estado durante su encierro carcelario, lo que 
prima facie se encuentra en colisión con el art. 107, inc. f, de la ley Nº 24.600, que impone 
el carácter remunerado del trabajo intramuros. 

En segundo lugar, no puede omitirse que se agrava significativamente el pronóstico para las 
causas que versan sobre este tipo de delitos, pues el mínimo de prisión parte en los cinco 
(5) años, con una ejecución penal que no admite salidas transitorias ni libertad 
condicional. Así se configura un escenario en el que esa es la "mejor oferta" que podría 
recibir un imputado en un juicio abreviado, que además implicaría el pago de una suma 
todavía más alta a la actual, que muy probablemente no podrá satisfacer. Con lo cual, 
una expectativa muy plausible es que se terminarán agregando a esos cinco (5) años, 
otros dos (2) meses más de encierro, y “…se procederá conforme lo dispuesto sobre 
unificación de penas". 

Aquí merecer señalarse, excediendo el tema de análisis del presente artículo, que 
lamentablemente se perdió la oportunidad de tipificar una conducta a partir de una 
diferencia cuantitativa del narcotráfico, que pudiese ser categorizada como microtráfico 
o narcomenudeo, dado que la experiencia indica que tal fenómeno ilícito constituye el 
gran volumen de casos que se judicializan en el fuero federal, lo que ameritaría la 
previsión de un sistema más permeable a soluciones alternativas (penas en suspenso, o 
con salidas anticipadas al cumplimiento total del encierro, etc.). 

En tercer término, si bien se estipula que la conversión de los días-multa impagos en prisión 
nunca puede exceder el plazo de un (1) año y seis (6) meses, entonces no se advierte por 
qué motivo se han previsto sanciones superiores a los 540 días-multa (lo que sucede, por 
ejemplo, con el organizador del art. 321.1, o en cualquier caso en que se apliquen las 
agravantes del art. 325). Obviamente, podría afirmarse que el tope del año y medio de 
conversión en prisión opera como un límite de razonabilidad al "encarcelamiento de la 
pobreza" que se consagra con la conversión de la multa impaga en prisión. Así no es 
"tan" inconstitucional. 

En cuarto lugar, sigue sin resolverse si el análisis de las circunstancias económicas del 
condenado sólo deben limitarse para determinar cuál de los modos de conversión de los 
días-multa impagas se debe aplicar, o si también autoriza a una eximición total de su 
cumplimiento. Una atenta lectura del texto del Anteproyecto 2018 pareciera que 
rechaza esta última posibilidad, puesto que la única flexibilización del cobro de la 
sanción económica es otorgar un plazo de dos (2) años para pagar en cuotas. 
Retomando el caso del condenado por narcotráfico en situación económica vulnerable 
sobre el que se centra este artículo, tal supuesto equivaldria –al día de hoy– a 24 cuotas 
de seis mil quinientos pesos ($156.000/24=$6500). 

Lamentablemente, se perdió la oportunidad legislativa de establecer que la multa 
impaga sólo se convierta en días de prisión, al menos, en los casos en los que el 
condenado efectivamente tiene medios económicos para afrontarla y, pese a ello, se 
niegue a abonarla. Adviértase que el Anteproyecto dispone que "tanto el pago en cuotas 
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como el trabajo no remunerado podrán ser revocados si la situación económica del 
condenado mejorase sensiblemente o la multa pudiese hacerse efectiva en su totalidad", 
no habiéndose previsto el supuesto de aquél que primigeniamente había sido eximido 
del pago de la multa. 

d) Conclusión: Un nuevo adiós a los juicios abreviados 

Ciertamente, el panorama previsible no es muy alentador, no sólo desde la óptica de la 
defensa pública –que asume la asistencia de la gran mayoría de las personas imputadas 
de narcotráfico–, sino para el mismo sistema de la justicia federal. 

Es que la demagogia punitiva que se advierte en el Anteproyecto 2018 (aumentando 
significativamente las penas de prisión y de las multas), aunado a la última reforma en 
materia de ejecución penal (que niega la posibilidad de salidas transitorias y libertad 
condicional para este clase de delitos, y también restringiendo el acceso a la libertad 
asistida), genera otro nuevo callejón sin salida.  

En efecto, por un lado, pierden sentido cualquier clase de estímulos educativos o de 
conducta en la vida intramuros, puesto que el mínimo punitivo que se le ofrece a un 
imputado en el marco de un juicio abreviado implica un monto de prisión que no podrá 
reducirse o flexibilizarse jamás. Así, ¿para qué habría de esforzarse el interno para tener 
una buena conducta intramuros o para estudiar? Pues por más que tenga las más altas 
calificaciones posibles, cumplirá siempre la misma cantidad de encierro que aquél otro 
que reciba una sanción diaria. 

Además, la multa mínima probablemente no podrá ser satisfecha (ni en efectivo, ni en 
cuotas, ni con bienes a su nombre), con lo que existe un riesgo real de que se incremente 
aquél plazo de cinco (5) años de prisión. 

Ante dicho panorama, lo cierto es que no existirá interés alguno en realizar juicios 
abreviados. En muchas jurisdicciones el imputado llega al juicio en libertad (ya sea 
porque fue excarcelado al inicio de las actuaciones, o porque lo otorgaron el cese de 
prisión luego de dos años de prisión preventiva), y aceptar un juicio abreviado implicaría 
empezar a cumplir prisión de inmediato. En dicha condición, no se advierte un 
beneficio concreto que pueda motivar al imputado aceptar un acuerdo de juicio 
abreviado. 

Podrá oponerse que en caso de ir a juicio seguramente el fiscal solicitará un pena 
superior al mínimo legal. Sin embargo, una condena surgida luego de un juicio oral y 
público, aunque sea superior al mínimo, quedaría sin ejecutarse durante su etapa 
recursiva. Y ante ese dilema (cumplir ya mismo una pena mínima muy rigurosa, o tratar 
de estar más tiempo en libertad aunque la pena futura sea más grave), la experiencia 
indica que el imputado siempre elige prolongar su situación de libertad, y que sólo 
aceptaría un juicio abreviado con un pronóstico concreto de ciertos beneficios a 
mediano plazo (poder conseguir la libertad condicional en X tiempo, tratar de adelantar 
los plazos mediante estímulos educativos, etc.).  

De tal modo, resulta previsible una gran dificultad para realizar futuros juicios 
abreviados en esta materia, con las graves consecuencias que de ello se derivan (atrasos 
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en las agendas del tribunal para realizar juicios, mayor prolongación de las prisiones 
preventivas sin una fecha próxima de realización de la audiencia de debate, etc). 

VI. UN ÚLTIMO DESAFÍO 

El presente trabajo se concentró en los supuestos de posibles acuerdos de juicio 
abreviado a tenor de la figura prevista en el art. 5, inc. c, de la ley Nº 23.737 (y a tenor 
de las disposiciones del Anteproyecto 2018 del Código Penal), por tratarse del gran 
porcentaje de causas que tramitan en el fuero federal de nuestro país. 

Ello implicó no abordar un supuesto de aún más difícil solución. Me refiero a los casos 
en los que se imputa una participación secundaria de ese mismo delito (art. 46 del 
Código Penal). 

Adviértase que, por la escala penal aplicable, podría concederse una suspensión de 
juicio a prueba. Ahora bien, el art. 76 bis del Código Penal establece como condición 
necesaria para su procedencia, el pago mínimo de la multa legalmente prevista, 
requisito que se reitera en el art. 74.2, inc. 4º) del Anteproyecto 2018. Si bien el monto 
sería la mitad, no dejaría de ser una suma considerable (al día de hoy, $67.500). 

El problema radica en que incluso extendiendo la probation hasta su plazo máximo de 
duración (3 años), y autorizándose su pago en cuotas, implicaría un pago mensual de 
casi $2.000 ($67.500/36= $1.875), una suma que en muchísimos casos tampoco podría 
ser afrontada por personas en situación de precariedad económica. La paradoja es que, 
seguramente, el único modo en que podrían pagarla es si continúan vendiendo droga, lo 
que no parece conveniente fomentar. 

Claro está que tampoco podría en este caso "convertirse" el pago de la multa en un 
encierro carcelario de 10 días, puesto que ese sería el mecanismo del art. 21 del Código 
Penal para los condenados, lo que desnaturalizaría por completo la idea de la 
suspensión de juicio a prueba como una solución alternativa a la cárcel. 

El panorama resultaría un poco menos dramático de acuerdo a las previsiones del 
Anteproyecto, puesto que el plazo máximo de la suspensión de juicio a prueba se eleva a 
cinco (5) años para los delitos cuyo máximo supere los tres (3) años de prisión (cfr. art. 
75.1, inc. 2º). Así, aplicando la reducción al esquema de "días-multa", el monto mínimo 
de $156.000 se reduce a $78.000, y podría saldarse con 60 cuotas de $1.300. 

Así pues, sirva esta breve reflexión para enunciar otro problema más que ha surgido con 
motivo de la sanción de la ley Nº 27.302. 
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